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IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. LOS ARTÍCULOS 16, NUMERAL 3, PÁRRAFO SEGUNDO Y
131, NUMERAL 3, DE LA LEY ELECTORAL DEL ESTADO DE CHIHUAHUA, AL SEÑALAR QUE
QUEDAN EXCEPTUADAS DEL PORCENTAJE DE CUOTAS DE GÉNERO AQUELLAS
CANDIDATURAS QUE SEAN RESULTADO DE UN PROCESO DE ELECCIÓN DEMOCRÁTICO,
CONFORME A LOS ESTATUTOS DE CADA PARTIDO, NO VULNERAN ESOS PRINCIPIOS.
  
  
Los indicados preceptos, al prever excepciones al porcentaje de cuotas de género en relación con
las candidaturas de diputados de mayoría relativa cuando provengan de un proceso de elección
democrática contenido en los estatutos de cada partido político, no vulneran los principios de
igualdad y no discriminación por razón de género. Lo anterior es así, ya que conforme al artículo 41,
base I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los partidos políticos como
entidades de interés público, tienen libertad de auto-organización, lo que implica que con el fin de
promover la participación del pueblo en la vida democrática, en sus estatutos pueden fijar los
programas, principios e ideas que los conformen como institutos políticos, de ahí que el legislador
les reconozca dicha libertad de organización, con la obligación de que con sus estipulaciones no
vulneren el contenido esencial de los derechos políticos y otros derechos fundamentales, como los
de igualdad y no discriminación. Así, en los artículos 40, numeral 1, inciso d) y 41, numeral 1, inciso
a), párrafo segundo, de la Ley Electoral del Estado de Chihuahua, se establece como un derecho de
los partidos políticos organizar procesos internos para seleccionar y postular candidatos en las
elecciones de la entidad, procurando promover conforme a su normativa interna, una mayor
participación de las mujeres en la vida política del Estado, a través de su postulación a cargos de
elección popular; y como obligación la consistente en que deberán integrar en sus candidaturas una
participación equilibrada de ambos sexos, promoviendo la participación del pueblo en la vida
democrática bajo una perspectiva de género, es decir, tomando todas las medidas apropiadas para
eliminar la discriminación y la injusticia hacia las mujeres. Esto es, si los partidos políticos, en
ejercicio de su libertad auto-organizativa e ideológica reconocida en el artículo 41, base I, de la
Constitución Federal, tienen la facultad de establecer las normas estatutarias que regirán la vida al
interior de esos institutos políticos, así como el derecho de organizar los procesos internos para la
selección y postulación de sus candidatos a puestos de elección popular, es claro que sus formas
de elección democrática y principalmente el respeto a dichos procesos, no se traduce en la
existencia de reglas que atenten contra el principio de equidad de género y la no discriminación,
pues la Constitución Federal no prevé porcentajes mínimos o máximos de participación política
entre ambos sexos, además de que los estatutos de cada partido político sólo deben cumplir con los
principios democráticos que desde luego prevé la Carta Magna.
  
  
Acción de inconstitucionalidad 63/2009 y sus acumuladas 64/2009 y 65/2009. Diputados integrantes
de la Sexagésima Segunda Legislatura del Congreso del Estado de Chihuahua, Partido del Trabajo
y Procurador General de la República. 1o. de diciembre de 2009. Unanimidad de nueve votos.
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Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.
 
El Tribunal Pleno, el dieciocho de abril en curso, aprobó, con el número 14/2013 (9a.), la tesis
jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a dieciocho de abril de dos mil trece.
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FINANCIAMIENTO PÚBLICO ORDINARIO. EL ARTÍCULO 58, NUMERAL 5, DE LA LEY
ELECTORAL DEL ESTADO DE CHIHUAHUA QUE ESTABLECE QUE PARA LA CAPACITACIÓN,
PROMOCIÓN Y DESARROLLO DEL LIDERAZGO POLÍTICO DE LAS MUJERES, CADA PARTIDO
DEBERÁ DESTINAR ANUALMENTE EL 2% DE AQUÉL, NO SE CONTRAPONE CON EL
DIVERSO PRECEPTO 41, NUMERAL 1, INCISO A), DEL CITADO ORDENAMIENTO QUE PREVÉ
LA OBLIGACIÓN DE LOS PARTIDOS DE CANALIZAR EL 15% DEL FINANCIAMIENTO PÚBLICO
PARA ACTIVIDADES ORDINARIAS PERMANENTES QUE IMPULSEN MECANISMOS EN
MATERIA DE GÉNERO.
  
  
De los citados preceptos se advierte que ambos establecen reglas tendentes a garantizar la
participación de las mujeres en la vida política del Estado de Chihuahua bajo dos vertientes. Así, el
artículo 41 prevé como obligación de los partidos políticos la de canalizar el 15% del financiamiento
público para actividades ordinarias permanentes que impulsen mecanismos en materia de
perspectiva de género, de donde se sigue que lógicamente está enfocado en apoyar dicha
perspectiva; a diferencia de lo dispuesto en el artículo 58 que fija las bases del financiamiento
público anual que reciben los partidos políticos, señalando en su numeral 5 que para la
capacitación, promoción y el desarrollo del liderazgo político de las mujeres, cada partido deberá
destinar anualmente el 2% del financiamiento público ordinario, es decir, esta última es una regla
expresa y desde luego diferente a la que se contempla en el artículo 41, pues el porcentaje del 2%
se refiere a la capacitación, promoción y desarrollo del liderazgo político de las mujeres y el primer
porcentaje mencionado se refiere en general al financiamiento para actividades ordinarias
permanentes con el fin de impulsar mecanismos en materia de perspectiva de género. En
consecuencia, esas normas no se contraponen, sino que forman parte del sistema legal que tiende
a garantizar el apoyo de las mujeres en las actividades políticas del Estado de Chihuahua, aunado a
que no se aprecia la existencia de reglas discriminatorias en contra de aquéllas, sino por el
contrario, de disposiciones que procuran su participación en la vida democrática de la entidad.
  
  
Acción de inconstitucionalidad 63/2009 y sus acumuladas 64/2009 y 65/2009. Diputados integrantes
de la Sexagésima Segunda Legislatura del Congreso del Estado de Chihuahua, Partido del Trabajo
y Procurador General de la República. 1o. de diciembre de 2009. Unanimidad de nueve votos.
Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.
 
El Tribunal Pleno, el dieciocho de abril en curso, aprobó, con el número 16/2013 (9a.), la tesis
jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a dieciocho de abril de dos mil trece.
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ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. ELEMENTOS PARA JUZGAR CON
PERSPECTIVA DE GÉNERO.
  
  
Del reconocimiento de los derechos humanos a la igualdad y a la no discriminación por razones de
género, deriva que todo órgano jurisdiccional debe impartir justicia con base en una perspectiva de
género, para lo cual, debe implementarse un método en toda controversia judicial, aun cuando las
partes no lo soliciten, a fin de verificar si existe una situación de violencia o vulnerabilidad que, por
cuestiones de género, impida impartir justicia de manera completa e igualitaria. Para ello, el
juzgador debe tomar en cuenta lo siguiente: i) identificar primeramente si existen situaciones de
poder que por cuestiones de género den cuenta de un desequilibrio entre las partes de la
controversia; ii) cuestionar los hechos y valorar las pruebas desechando cualquier estereotipo o
prejuicio de género, a fin de visualizar las situaciones de desventaja provocadas por condiciones de
sexo o género; iii) en caso de que el material probatorio no sea suficiente para aclarar la situación
de violencia, vulnerabilidad o discriminación por razones de género, ordenar las pruebas necesarias
para visibilizar dichas situaciones; iv) de detectarse la situación de desventaja por cuestiones de
género, cuestionar la neutralidad del derecho aplicable, así como evaluar el impacto diferenciado de
la solución propuesta para buscar una resolución justa e igualitaria de acuerdo al contexto de
desigualdad por condiciones de género; v) para ello debe aplicar los estándares de derechos
humanos de todas las personas involucradas, especialmente de los niños y niñas; y, vi) considerar
que el método exige que, en todo momento, se evite el uso del lenguaje basado en estereotipos o
prejuicios, por lo que debe procurarse un lenguaje incluyente con el objeto de asegurar un acceso a
la justicia sin discriminación por motivos de género.
  
  
Amparo directo en revisión 2655/2013. 6 de noviembre de 2013. Mayoría de cuatro votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para
formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García
Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.
Secretaria: Cecilia Armengol Alonso.
 
Amparo directo en revisión 1125/2014. 8 de abril de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo
Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, José Ramón
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa.
 
Amparo directo en revisión 4909/2014. 20 de mayo de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez
Cordero de García Villegas, quien formuló voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa.
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Amparo directo en revisión 2586/2014. 10 de junio de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez
Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz.
Secretario: Gabino González Santos.
 
Amparo directo en revisión 1340/2015. 7 de octubre de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo
Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, José Ramón
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa.
 
Tesis de jurisprudencia 22/2016 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en
sesión de fecha treinta de marzo de dos mil dieciséis.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 15 de abril de 2016 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 18 de abril de 2016,
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD ENTRE EL VARÓN Y LA MUJER. SU ALCANCE
CONFORME A LO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 4o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y EN LOS TRATADOS INTERNACIONALES.
  
  
Al disponer el citado precepto constitucional, el derecho humano a la igualdad entre el varón y la
mujer, establece una prohibición para el legislador de discriminar por razón de género, esto es,
frente a la ley deben ser tratados por igual, es decir, busca garantizar la igualdad de oportunidades
para que la mujer intervenga activamente en la vida social, económica, política y jurídica del país,
sin distinción alguna por causa de su sexo, dada su calidad de persona; y también comprende la
igualdad con el varón en el ejercicio de sus derechos y en el cumplimiento de responsabilidades. En
ese sentido, la pretensión de elevar a la mujer al mismo plano de igualdad que el varón, estuvo
precedida por el trato discriminatorio que a aquélla se le daba en las legislaciones secundarias,
federales y locales, que le impedían participar activamente en las dimensiones anotadas y asumir,
al igual que el varón, tareas de responsabilidad social pública. Así, la reforma al artículo 4o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, da la pauta para modificar todas aquellas
leyes secundarias que incluían modos sutiles de discriminación. Por otro lado, el marco jurídico
relativo a este derecho humano desde la perspectiva convencional del sistema universal,
comprende los artículos 1 y 2 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, así como 2, 3
y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; y desde el sistema convencional
interamericano destacan el preámbulo y el artículo II de la Declaración Americana de los Derechos y
Deberes del Hombre, así como 1 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
  
  
Amparo en revisión 796/2011. Martín Martínez Luciano. 18 de abril de 2012. Cinco votos de los
Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia,
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: José Ramón
Cossío Díaz. Secretaria: Teresita del Niño Jesús Lúcia Segovia.
 
Amparo en revisión 559/2012. Óscar Daniel Arael Hernández Castañeda. 7 de noviembre de 2012.
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Guillermo I.
Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo.
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Armado Argüelles Paz y Puente.
 
Amparo directo en revisión 1697/2013. 21 de agosto de 2013. Mayoría de cuatro votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente,
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge Mario
Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso.
 
Amparo en revisión 569/2013. 22 de enero de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar
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Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz,
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien
reservó su derecho para formular voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: José Díaz de
León Cruz.
 
Amparo directo en revisión 652/2015. Israel González Peña. 11 de noviembre de 2015. Cinco votos
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, José Ramón Cossío
Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga
Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Olga Sánchez
Cordero de García Villegas. Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada.
 
Tesis de jurisprudencia 30/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en
sesión de cinco de abril de dos mil diecisiete.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2017 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de abril de 2017,
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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OFRECIMIENTO DE TRABAJO. AUN CUANDO SE CONSIDERE DE BUENA FE, NO DEBE
TOMARSE EN CUENTA PARA LA DISTRIBUCIÓN DE LAS CARGAS PROBATORIAS CUANDO
EL DESPIDO SE DA DURANTE EL PERIODO DE EMBARAZO DE LA TRABAJADORA, AL
CONSTITUIR UN TEMA QUE OBLIGA A JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO.
  
  
Si bien la mujer embarazada goza de ciertos derechos y prerrogativas que le reconocen la
Constitución y las leyes, debido a su condición física y social en esta etapa de su vida y con
posterioridad al nacimiento de sus hijos, lo cierto es que en la realidad muchas mujeres enfrentan la
falta de estabilidad en el empleo, por la carga que supone para algunas empresas el otorgar una
licencia de maternidad, que les obligan a suplir a la empleada embarazada con los consiguientes
costos, tanto como en la etapa posparto y de lactancia, por las prerrogativas que la ley impone
conceder a las madres trabajadoras. Ante esta situación de mayor vulnerabilidad, esta Segunda
Sala determina que estos casos ameritan aplicar la herramienta de perspectiva de género, que
implica reconocer la realidad socio-cultural en que se desenvuelve la mujer y eliminar las barreras y
obstáculos que la colocan en una situación de desventaja en un momento en que de manera
particular requiere gozar de la atención médica necesaria del periodo pre y postnatal y de las demás
prestaciones de seguridad social que garanticen el bienestar del menor, lo que exige una mayor y
particular protección del Estado, con el propósito de lograr una garantía real y efectiva de sus
derechos. En este sentido, el reconocimiento de los derechos de la mujer a una vida libre de
violencia y discriminación, y de acceso a la justicia en condiciones de igualdad, exige que todos los
órganos jurisdiccionales del país impartan justicia con perspectiva de género, por lo que las mujeres
trabajadoras deben ser protegidas de manera especial durante los periodos de embarazo y licencia
postnatal, pues por ese solo hecho sufren discriminación laboral, lo cual incide en una violación
sistemática a sus derechos humanos, al limitar su ejercicio en los relativos al trabajo, a la seguridad
social, a la salud y a un proyecto de vida. Por tanto, en cumplimiento al deber de juzgar con
perspectiva de género, cuando el motivo alegado por la trabajadora sea un acto discriminatorio,
como el consistente en que el patrón haya dado terminación a la relación de trabajo, porque aquélla
se encuentra embarazada o en periodo de licencia postnatal y, posteriormente, en el juicio laboral
ofrezca el empleo, el efecto de revertir la carga probatoria carece de operatividad, pues ante la
desventaja de la mujer trabajadora el patrón pierde este beneficio procesal y rige la regla general de
que a la demandada corresponde la carga de la prueba de acreditar la inexistencia del despido por
ese motivo discriminatorio; esta determinación coloca a las partes en la misma posición de acreditar
el despido reclamado, es decir, opera la regla general de que corresponde al patrón allegar todos
los medios de convicción necesarios al contar con mayores recursos para ello. Así, la prueba de
que los motivos del despido no se encuentran relacionados con el embarazo de la trabajadora
corresponde al patrón, e independientemente de que el ofrecimiento de trabajo se considere de
buena fe, éste pierde el beneficio procesal de revertir la carga probatoria a la trabajadora
embarazada o en periodo de licencia postnatal.
  

Instancia: Segunda Sala Décima Época Materia(s): Laboral
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Contradicción de tesis 422/2016. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia
de Trabajo del Tercer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la
Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila. 22 de marzo de 2017. Mayoría de tres votos de
los Ministros Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.
Ausente: José Fernando Franco González Salas. Disidente: Alberto Pérez Dayán, por considerar
inexistente la contradicción de tesis. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria:
Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.
 
Tesis contendientes:
 
Tesis III.3o.T.24 L (10a.), de título y subtítulo: "OFRECIMIENTO DE TRABAJO PARA EMPLEADAS
EMBARAZADAS Y EN SITUACIÓN DE MATERNIDAD. SI EL DESPIDO ES ATRIBUIDO EN LOS
PERIODOS PROTEGIDOS CONSTITUCIONAL E INTERNACIONALMENTE, SU CALIFICACIÓN
DEBE HACERSE BAJO UN ESCRUTINIO MÁS ESTRICTO.", aprobada por el Tercer Tribunal
Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la
Federación del viernes 2 de mayo de 2014 a las 12:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación, Décima Época, Libro 6, Tomo III, mayo de 2014, página 2087; y,
 
Tesis (X Región)3o.1 L (10a.), de título y subtítulo: "OFRECIMIENTO DE TRABAJO. AUN CUANDO
SE CONSIDERE DE BUENA FE, NO DEBE TOMARSE EN CUENTA PARA LA DISTRIBUCIÓN DE
LAS CARGAS PROBATORIAS, CUANDO LA CAUSA DEL DESPIDO ES EL EMBARAZO DE LA
TRABAJADORA, QUE OBLIGA A JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO Y TOMAR
MEDIDAS DE PROTECCIÓN PARA PERSONAS EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD.",
aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con
residencia en Saltillo, Coahuila y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 21
de octubre de 2016 a las 10:31 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación,
Décima Época, Libro 35, Tomo IV, octubre de 2016, página 2993.
 
Tesis de jurisprudencia 66/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada del veinticuatro de mayo de dos mil diecisiete.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de junio de 2017,
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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TRABAJADORA EMBARAZADA. SI EL PATRÓN SE EXCEPCIONA ADUCIENDO QUE LA
ACTORA RENUNCIÓ Y ÉSTA DEMUESTRA QUE AL MOMENTO DE CONCLUIR EL VÍNCULO
LABORAL ESTABA EMBARAZADA, EL SOLO ESCRITO DE RENUNCIA ES INSUFICIENTE PARA
DEMOSTRAR QUE FUE LIBRE Y ESPONTÁNEA.
  
  
Es criterio reiterado que juzgar con perspectiva de género implica reconocer la realidad sociocultural
en que se desenvuelve la mujer, lo que exige una mayor protección del Estado con el propósito de
lograr una garantía real y efectiva de sus derechos y eliminar las barreras que la colocan en una
situación de desventaja, lo que cobra particular relevancia cuando se encuentra en estado de
embarazo, momento en el que requiere gozar de la atención médica necesaria de los periodos pre y
post natal y de las demás prestaciones de seguridad social que garanticen el bienestar de ella y del
menor. Por tanto, cuando la parte empleadora opone la excepción de renuncia y la trabajadora
demuestra que la terminación de la relación laboral ocurrió encontrándose embarazada, la patronal
deberá acreditar que la renuncia fue libre y espontánea; sin que en ningún caso el solo escrito que
la contenga sea suficiente para demostrar su excepción, aun en caso de no haberse objetado o
habiéndose perfeccionado, sino que se requieren elementos de convicción adicionales. Esto
obedece al principio de primacía de la realidad consagrado en el tercer párrafo del artículo 17 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que no es verosímil que la mujer
prescinda de su empleo por lo gastos que implica el alumbramiento y la necesidad de acceder a la
atención médica, aunado a que existe una práctica común de ejercer actos de coacción con motivo
del embarazo.
  
  
Contradicción de tesis 318/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero en
Materia de Trabajo del Cuarto Circuito, Segundo en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer
Circuito, Primero en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, Segundo del
Segundo Circuito y Primero del Cuarto Circuito, ambos en Materia de Trabajo. 8 de mayo de 2019.
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel
Mossa. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.
 
Tesis y criterios contendientes:
 
Tesis IV.3o.T.272 L, de rubro: "RENUNCIA. SI PARA DETERMINAR SOBRE SU VEROSIMILITUD
LA JUNTA NO TOMÓ EN CUENTA EL ESTADO DE EMBARAZO DE LA TRABAJADORA,
INFRINGE LOS PRINCIPIOS PREVISTOS EN EL NUMERAL 841 DE LA LEY FEDERAL DEL
TRABAJO, LA GARANTÍA DE NO DISCRIMINACIÓN CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 1o. DE LA
CONSTITUCIÓN FEDERAL Y LA CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS
FORMAS DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado

Instancia: Segunda Sala Décima Época Materia(s): Laboral
Tesis: 2a./J. 96/2019 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial

de la Federación.
Tipo: Jurisprudencia
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en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y
su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, febrero de 2009, página 2035, y
 
Tesis XXI.2o.C.T.1 L (10a.), de título y subtítulo: "DESPIDO INJUSTIFICADO POR MOTIVO DE
EMBARAZO. SI EL PATRÓN SE EXCEPCIONA Y PRESENTA LA RENUNCIA DE LA
TRABAJADORA, A ÉL CORRESPONDE DEMOSTRAR TAL EXTREMO Y A LA JUNTA
RESOLVER DESDE UNA PERSPECTIVA DE GÉNERO, Y NO SÓLO CONSIDERAR LO QUE A
ELLA LE PERJUDICA.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo
del Vigésimo Primer Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,
Décima Época, Libro XVII, Tomo 2, febrero de 2013, página 1353, y
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito, al resolver
el amparo directo 1563/2017, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia
de Trabajo del Segundo Circuito, al resolver el amparo directo 442/2017.
 
Tesis de jurisprudencia 96/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada del doce de junio de dos mil diecinueve
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 12 de julio de 2019 a las 10:19  horas  en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de julio de 2019,
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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Tesis 
 

  Registro digital: 2022633 

  
  
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. TRATÁNDOSE DE LA OMISIÓN DE LA
COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES (CNBV) DE EJERCER SUS FACULTADES
EN MATERIA DE INSPECCIÓN Y VIGILANCIA RESPECTO DE UN ENTE FINANCIERO, NO ES
VIABLE DESECHAR LA RECLAMACIÓN PRESENTADA BAJO LA HIPÓTESIS DE
PRESCRIPCIÓN, AL NO SER NOTORIAMENTE IMPROCEDENTE.
  
  
Cuando se presenta una reclamación ante la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV),
argumentando que la actividad administrativa irregular deriva de una o varias omisiones de ésta de
ejercer sus facultades en materia de inspección y vigilancia respecto de un ente financiero, es
inviable desecharla desde la perspectiva de que la acción está prescrita, ya que antes del cómputo
del plazo se precisan al menos dos ejercicios analíticos previos, esto es, identificar si el Estado
estaba obligado a actuar del modo en que se dice debió hacerlo y en caso afirmativo, estudiar si la
omisión reprochada subsiste o cesó, así como verificar si generó efectos que persisten, pues sólo
así podrá verificarse después la oportunidad del reclamo; por ende, al no ser notoria su
improcedencia, se impone la necesidad de admitir la reclamación y darle trámite para su
sustanciación.
 
PLENO DEL VIGÉSIMO SEGUNDO CIRCUITO.
  
  
Contradicción de tesis 6/2019. Entre las sustentadas por el Primer, el Segundo y el Tercer
Tribunales Colegiados, todos en Materias Administrativa y Civil del Vigésimo Segundo Circuito. 27
de octubre de 2020. Unanimidad de cinco votos de los Magistrados Luis Almazán Barrera, Mario
Alberto Adame Nava, Leticia Morales García, José Luis Mendoza Pérez y J. Guadalupe Tafoya
Hernández. Ponente: José Luis Mendoza Pérez. Secretaria: Bertha Martínez Vega.
 
Criterios contendientes:
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Vigésimo
Segundo Circuito, al resolver los amparos directos 158/2019, 176/2019 y 228/2019, el sustentado
por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Vigésimo Segundo
Circuito, al resolver el amparo directo 187/2019, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal
Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Vigésimo Segundo Circuito, al resolver el amparo
en revisión administrativa 79/2018.
 
Nota: En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno del
Consejo de la Judicatura Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del similar 8/2015,
relativo a la integración y funcionamiento de los Plenos de Circuito, esta tesis forma parte del
engrose relativo a la contradicción de tesis 6/2019, resuelta por el Pleno del Vigésimo Segundo

Instancia: Plenos de Circuito Décima Época Materia(s): Administrativa
Tesis: PC.XXII. J/23 A (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
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Circuito.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 15 de enero de 2021 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 18 de enero de
2021, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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  Registro digital: 2023215 

  
  
ACUERDO POR EL QUE SE ESTABLECE EL PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD
UNIVERSITARIA DE LA UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DEL ESTADO DE MÉXICO (UAEM). SU
RECTOR ESTÁ FACULTADO PARA EMITIRLO (ANÁLISIS CON PERSPECTIVA DE GÉNERO).
  
  
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al resolver diversos amparos en
revisión, sostuvieron criterios discrepantes al analizar las facultades del rector de la Universidad
Autónoma del Estado de México (UAEM), derivadas de su normativa interna, para emitir acuerdos
de observancia general, concretamente, el Acuerdo por el que se establece el Procedimiento de
Responsabilidad Universitaria de la Universidad Autónoma del Estado de México (publicado en la
Gaceta Universitaria número 273, marzo 2018, Época XV, año XXXIV, Toluca, México), ya que para
uno de ellos, el rector está facultado para emitir los acuerdos que desarrollen las disposiciones
contenidas en el Estatuto Universitario, relacionadas con la responsabilidad universitaria en que
pudieran incurrir los integrantes de esa comunidad, mientras que para el otro no está facultado para
desarrollar el mencionado procedimiento, vía acuerdo administrativo.
 
Criterio jurídico: El Pleno en Materia Administrativa del Segundo Circuito determina que las
conductas enlistadas en el artículo 10 del Acuerdo por el que se establece el Procedimiento de
Responsabilidad Universitaria de la Universidad Autónoma del Estado de México solamente
desarrollan, complementan o pormenorizan las previstas en el Estatuto Universitario, en las que
encuentra su justificación y medida. Además, bajo la perspectiva de género, se considera que la
mención detallada de las faltas precisadas en las fracciones I, II, IV, V, VI y VIII del citado artículo
10, las cuales se encuentran enfocadas a conductas de acoso u hostigamiento sexual, violencia de
género, violencia física y psicológica, así como actos de violencia sexual, cumple con una finalidad
imperiosa desde el punto de vista convencional y constitucional (Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos, artículos 3 y 26; Convención Americana sobre Derechos Humanos, artículos 1 y
2; Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer
“Convención Belém do Pará”, artículos 1, 2, 4 y 7; y Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, artículos 1o. y 4o., párrafo primero), consistente en garantizar el acceso de las mujeres
a una vida libre de violencia. Asimismo, se considera que la mención detallada de las referidas
conductas, como faltas a la responsabilidad universitaria, está vinculada de manera estrecha con la
mencionada finalidad constitucionalmente imperiosa, debido a que los supuestos contenidos en los
artículos 42, 44, fracción II y 45, fracción II, del Estatuto Universitario de la Universidad Autónoma
del Estado de México, en los cuales se establece que constituyen faltas a la responsabilidad
universitaria de los alumnos y del personal académico, dañar física, moral o patrimonialmente a
cualquier integrante de la comunidad universitaria, se encuentran previstos genéricamente. Por
último, se considera que su mención detallada es una medida que no resulta restrictiva de los
derechos de los integrantes de la comunidad universitaria, debido a que se busca establecer
condiciones que aseguren a la persona un ambiente libre de violencia, discriminación o maltrato, así
como garantizar una educación integral, en observancia a los instrumentos internacionales y
federales.

Instancia: Plenos de Circuito Undécima Época Materia(s): Administrativa
Tesis: PC.II.A. J/26 A (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
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Justificación: El Acuerdo por el que se establece el Procedimiento de Responsabilidad Universitaria
de la Universidad Autónoma del Estado de México, emitido por el rector de dicha Universidad, en
ejercicio de la facultad derivada de lo dispuesto en el artículo 24, fracciones I, III, XIV y XV, de la
Ley de la Universidad Autónoma del Estado de México, así como en los diversos 10, fracción III, 11,
penúltimo párrafo y 48, fracción III, del Estatuto Universitario de la Universidad Autónoma del
Estado de México, está conformado por 90 artículos, dentro de los cuales, el número 10 enlista las
faltas de responsabilidad universitaria. De su análisis deriva que las faltas detalladas en las
fracciones I a XI y XIII, relacionadas con temas de acoso u hostigamiento sexual, bullying o
ciberbullying; y, en general, con violencia física, psicológica o sexual, contra cualquier miembro de
la comunidad universitaria, discriminación, malos tratos, crueles o degradantes, así como robo de
pertenencias, derivan de los supuestos previstos en los artículos 42, 44, fracción II y 45, fracción II,
del Estatuto Universitario, en su redacción previa a la publicación del “Decreto por el que se
reforman y adicionan diversas disposiciones del Estatuto Universitario de la Universidad Autónoma
del Estado de México”, expedido por el Consejo Universitario de dicha casa de estudios, en sesión
extraordinaria de 11 de diciembre de 2020, en los cuales se establece que constituyen faltas a la
responsabilidad universitaria de los alumnos y del personal académico, dañar física, moral o
patrimonialmente a cualquier integrante de la comunidad universitaria; de igual forma, la conducta
contenida en la fracción XII, que refiere como causa de responsabilidad universitaria la introducción
o consumo de bebidas alcohólicas, narcóticos, enervantes o cualquier otra sustancia al interior de
las instalaciones de la Universidad o acudir a ellas bajo sus efectos, comprometiendo la seguridad
de la comunidad, se encuentra establecida en el Estatuto Universitario, en los artículos 44, fracción
VI, y 45, fracción V; por lo que hace a la fracción XIV del artículo 10 del acuerdo, que prevé como
falta coartar la libertad de expresión, dicha hipótesis se encuentra inmersa en lo establecido en el
artículo 42 del Estatuto, en cuanto dispone como faltas a la responsabilidad universitaria, las
acciones u omisiones que causen daño o perjuicio a la Universidad o a sus integrantes; por su
parte, las conductas consistentes en el uso indebido de datos personales (fracción XV), así como la
portación de armas dentro de la Universidad (fracción XVI), se encuentran reguladas en los artículos
44, fracción VII, y 45, fracción V, del Estatuto Universitario; finalmente, la fracción XVII establece
que existen conductas que no se detallan, pero que se vinculan con derechos previstos en la
legislación universitaria (Estatuto Universitario) y que también pueden dar lugar a la responsabilidad
universitaria. Ahora bien, no escapa a la atención de este Pleno de Circuito que particularmente, las
faltas precisadas en las fracciones I, II, IV, V, VI y VIII del artículo 10 del acuerdo, se encuentran
enfocadas a conductas de acoso u hostigamiento sexual, violencia de género, violencia física y
psicológica, así como actos de violencia sexual. La violencia es una de las maneras en las que las
personas ejercen poder sobre otras. Por su parte, la violencia por razón de género afecta
principalmente a mujeres, niñas y personas de la diversidad sexual, por lo que tales prácticas o
comportamientos constituyen un “foco rojo” o “categoría sospechosa” que obliga a las autoridades
jurisdiccionales a analizar, con perspectiva de género, a fin de lograr la debida protección de los
derechos humanos de ese grupo vulnerable, en atención a los principios de igualdad y no
discriminación establecidos en los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como en las tesis aisladas P. XX/2015 (10a.) y 1a. XCIX/2014 (10a.), del
Pleno y de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de títulos y subtítulos:
“IMPARTICIÓN DE JUSTICIA CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. OBLIGACIONES QUE DEBE
CUMPLIR EL ESTADO MEXICANO EN LA MATERIA.” y “ACCESO A LA JUSTICIA EN
CONDICIONES DE IGUALDAD. TODOS LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEL PAÍS DEBEN
IMPARTIR JUSTICIA CON PERSPECTIVA DE GÉNERO.”, respectivamente. Asimismo, en el
Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género, editado en noviembre de 2020, la Suprema
Corte de Justicia de la Nación hizo patente que cuando una distinción se basa en una categoría
sospechosa (que en el caso podrían ser el género, la orientación sexual, la identidad o la expresión
de género, etcétera), los juzgadores y juzgadoras deben analizar la medida mediante un escrutinio
especialmente riguroso desde el punto de vista del respeto al derecho de igualdad.
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PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO.
  
  
Contradicción de tesis 1/2020. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia
Administrativa del Segundo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de
la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, en apoyo del Tercer Tribunal
Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito. 6 de abril de 2021. Mayoría de cuatro
votos de las Magistradas y los Magistrados Adela Domínguez Salazar (presidenta), Maurilio
Gregorio Saucedo Ruiz, Víctor Manuel Estrada Jungo (quien formuló voto concurrente) y Verónica
Judith Sánchez Valle. Disidente: José Manuel Torres Ángel. Ponente: Adela Domínguez Salazar.
Secretario: Jorge Guadalupe Mejía Sánchez.
 
Tesis y criterio contendientes:
El Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia
en San Andrés Cholula, Puebla, al resolver el amparo en revisión 339/2018 (cuaderno auxiliar
89/2019), el cual dio origen a la tesis aislada (II Región) 1o.6 A (10a.), de título y subtítulo:
“PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD UNIVERSITARIA DE LA UNIVERSIDAD AUTÓNOMA
DEL ESTADO DE MÉXICO. EL ACUERDO POR EL QUE SE ESTABLECE, AL SER EMITIDO POR
EL RECTOR DE DICHA CASA DE ESTUDIOS Y TENER INJERENCIA EN LA ACTIVIDAD DE LOS
ALUMNOS Y EL PERSONAL ACADÉMICO, VIOLA EL SISTEMA DE DISTRIBUCIÓN DE
COMPETENCIA NORMATIVA INTERNO Y, EN CONSECUENCIA, EL ARTÍCULO 3o., FRACCIÓN
VII, EN RELACIÓN CON LOS DIVERSOS 14 Y 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.”, publicada
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 20 de septiembre de 2019 a las 10:29 horas y
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 70, Tomo III,
septiembre de 2019, página 2196, con número de registro digital: 2020639, y
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al
resolver los amparos en revisión 36/2019 y 346/2019.
 
Nota: En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno del
Consejo de la Judicatura Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del similar 8/2015,
relativo a la integración y funcionamiento de los Plenos de Circuito, esta tesis forma parte del
engrose relativo a la contradicción de tesis 1/2020, resuelta por el Pleno en Materia Administrativa
del Segundo Circuito.
 
Las tesis aisladas P. XX/2015 (10a.) y 1a. XCIX/2014 (10a.) citadas, aparecen publicadas en el
Semanario Judicial de la Federación de los viernes 25 de septiembre de 2015 a las 10:30 horas y 7
de marzo de 2014 a las 10:18 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación,
Décima Época, Libros 22, Tomo I, septiembre de 2015, página 235 y 4, Tomo I, marzo de 2014,
página 524, con números de registro digital: 2009998 y 2005794, respectivamente.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 11 de junio de 2021 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de junio de 2021,
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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PENSIÓN COMPENSATORIA CON BASE EN UNA PERSPECTIVA DE GÉNERO. SU MONTO
DEBE COMPRENDER EL CARÁCTER RESARCITORIO Y ASISTENCIAL DE ACUERDO CON
LAS CIRCUNSTANCIAS PARTICULARES DE CADA CASO CONCRETO.
  
  
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo en
revisión 230/2014 estableció que la pensión compensatoria encuentra su razón de ser en un deber
tanto asistencial como resarcitorio derivado del desequilibrio económico que suele presentarse entre
los cónyuges al momento de disolverse el vínculo matrimonial. En ese sentido, determinó que el
presupuesto básico para que surja la obligación de pagar una pensión compensatoria consiste en
que, derivado de las circunstancias particulares de cada caso concreto, la disolución del vínculo
matrimonial coloque a uno de los cónyuges en una situación de desventaja económica que en
última instancia incida en su capacidad para hacerse de los medios suficientes para sufragar sus
necesidades y, consecuentemente, le impida el acceso a un nivel de vida adecuado. Cabe destacar
que estas reglas resultan aplicables al concubinato, dado que una vez concluida dicha relación los
exconcubinos tienen derecho a percibir alimentos en los mismos términos que los excónyuges. Por
lo anterior, para otorgar una pensión compensatoria con base en una perspectiva de género, es
indispensable tomar en cuenta su carácter resarcitorio y asistencial, porque de esta manera se
podrá identificar, en un caso concreto, cuáles elementos comprenden el concepto de vida digna del
acreedor alimentario. Luego, el carácter resarcitorio de una pensión compensatoria se refiere a los
perjuicios ocasionados por la dedicación al cuidado de los hijos y a las labores del hogar,
entendidos como: 1) Las pérdidas económicas derivadas de no haber podido, durante el matrimonio
o concubinato, dedicarse uno de los cónyuges o concubinos a una actividad remunerada, o no
haber podido desarrollarse en el mercado del trabajo convencional con igual tiempo, intensidad y
diligencia que el otro cónyuge; y, 2) Los perjuicios derivados del costo de oportunidad, que se
traducen en el impedimento de formación o capacitación profesional o técnica; disminución o
impedimento de la inserción en el mercado laboral y la correlativa pérdida de los derechos a la
seguridad social, entre otros supuestos. El carácter asistencial de una pensión compensatoria
prospera ante: a) la falta de ingresos derivados de una fuente laboral que le permitan subsistir; o, b)
la insuficiencia de sus ingresos para satisfacer sus necesidades más apremiantes. Por tanto, se
concluye que el monto de la pensión compensatoria debe comprender: la aportación al cónyuge o
concubino que benefició a la familia durante el tiempo de duración del matrimonio o concubinato, el
costo de oportunidad por asumir la carga doméstica y/o las necesidades para su subsistencia, así
como, en su caso, la precaria situación económica derivada de carecer de fuentes de ingresos o
que éstos resultan insuficientes para satisfacer sus necesidades más apremiantes.
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO.
  
  

Instancia: Tribunales Colegiados
de Circuito

Undécima Época Materia(s): Civil

Tesis: VII.2o.C. J/14 C (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.
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Amparo directo 947/2019. Karen Ulibarri García. 2 de julio de 2020. Unanimidad de votos, con voto
aclaratorio del Magistrado José Manuel De Alba De Alba. Ponente: Isidro Pedro Alcántara Valdés.
Secretario: Flavio Bernardo Galván Zilli.
 
Amparo directo 1084/2019. Fermín García Páez. 22 de octubre de 2020. Unanimidad de votos.
Ponente: José Manuel De Alba De Alba. Secretaria: Rubí Sindirely Aguilar Lasserre.
 
Amparo directo 221/2020. Raúl Alberto Vázquez Rocha. 18 de marzo de 2021. Unanimidad de
votos. Ponente: José Manuel De Alba De Alba. Secretaria: Rubí Sindirely Aguilar Lasserre.
 
Amparo directo 455/2020. Enrique Zárate González. 9 de abril de 2021. Unanimidad de votos.
Ponente: Isidro Pedro Alcántara Valdés. Secretario: Flavio Bernardo Galván Zilli.
 
Amparo directo 486/2020. 15 de abril de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Isidro Pedro
Alcántara Valdés. Secretario: Flavio Bernardo Galván Zilli.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 24 de septiembre de 2021 a las 10:33 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de
septiembre de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario
1/2021.
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DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. EL DERECHO A NO SER VÍCTIMA DE
DESAPARICIÓN FORZADA COMPRENDE EL DERECHO A LA BÚSQUEDA COMO PARTE DE
SU NÚCLEO ESENCIAL.
  
  
Hechos: En la ciudad de Veracruz se realizaron operativos en los que desapareció un grupo de
personas, entre ellas, un adolescente de 16 años quien se encontraba en su lugar de trabajo
cuando llegó un grupo de policías y civiles, informaron a su empleador de su detención y se lo
llevaron en una camioneta. Desde ese momento se desconoce su paradero. Cuando su madre supo
de esos hechos, acudió a diversas unidades para obtener información sobre su hijo. Por la falta de
noticias, denunció, ante el Ministerio Público, su desaparición. Se inició la averiguación previa por el
delito de privación de la libertad física, que se acumuló al resto de averiguaciones iniciadas por
hechos similares. Los familiares de las personas desaparecidas, por la falta de resultados en la
indagatoria a cargo del Ministerio Público, presentaron una comunicación al Comité contra la
Desaparición Forzada de las Naciones Unidas para solicitar medidas cautelares y acciones
urgentes. Este órgano, conforme al artículo 30 de la Convención Internacional para la Protección de
todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, emitió acciones urgentes en las que
requirió al Estado Mexicano realizar una serie de actuaciones tendientes a lograr la localización de
las personas desaparecidas.
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación concluye que existe
un derecho a la búsqueda; esto es, el derecho de toda persona desaparecida y de sus personas
queridas a que todas las autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias, con todos los
recursos y medios institucionales disponibles y en completa coordinación, ejecuten sin dilación
–incluso de oficio– de forma imparcial, dignificante, diligente, exhaustiva, continua, sin
estigmatizaciones, con un enfoque diferencial y permitiendo la participación sin reservas de las
víctimas, todas las acciones necesarias para determinar la suerte o paradero de la persona
reportada como desaparecida, bajo la presunción de que está viva, salvo que exista evidencia en
contrario; en ese caso, el derecho a la búsqueda incluye la obligación por parte del Estado de
desarrollar e implementar todos los mecanismos e instrumentos requeridos para encontrar,
identificar y preservar los restos de las víctimas en condiciones de dignidad mientras son
entregadas a sus personas queridas.
 
Justificación: La búsqueda y sus resultados integran el núcleo esencial del derecho a no padecer
desaparición forzada y dan contenido y sustancia a los deberes de prevenir, investigar y reparar las
violaciones de derechos humanos y sus correlativos derechos a la verdad, la justicia y la reparación.
Esto significa que, en el ámbito de la búsqueda de personas desaparecidas, las autoridades deben
determinar, con certidumbre reparatoria y dignificante, la suerte o paradero de las personas
desaparecidas para abatir la angustia y zozobra de sus personas cercanas como estándar de
cumplimiento de esos deberes y como estándar de satisfacción de los derechos a la verdad y la
justicia. Así, la investigación debe emprenderse de forma imparcial, dignificante, diligente,
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exhaustiva, continua, sin estigmatizaciones, con un enfoque diferencial y permitiendo la
participación sin reservas de las víctimas. Este enfoque diferencial implica introducir una perspectiva
de diversidad en los procesos de búsqueda de las personas y en la atención y consideración de las
personas que les buscan. La perspectiva de diversidad es el paradigma según el cual se analizan
las causas, consecuencias e impactos diferenciados de la desaparición de personas debido al
género, la pertenencia étnica, la condición de discapacidad, la edad, entre otros factores de
exclusión que determinan la forma y patrones de la desaparición, así como la manera en que las
víctimas indirectas lidian con esta violación. Finalmente, debe aclararse que la búsqueda no cesa
sino hasta que exista certeza de la suerte o paradero de la persona desaparecida.
  
  
Amparo en revisión 1077/2019. 16 de junio de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y
los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se
adhirió al voto concurrente de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández, y Alfredo Gutiérrez Ortiz
Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Adriana Ortega Ortiz.
 
Tesis de jurisprudencia 35/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada de diez de noviembre de dos mil veintiuno.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de noviembre de 2021 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de
noviembre de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario
1/2021.
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